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Procede: Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira
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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ALLANAMIENTO A CARGOS / CON FINES DE SENTENCIA ANTICIPADA / REQUISITOS / DEBE ESTAR PROBADA LA TIPICIDAD DE LA CONDUCTA IMPUTADA / CONCIERTO PARA DELINQUIR / RELACIÓN DE CAUSALIDAD ENTRE EL ROL DESEMPEÑADO POR EL ENCAUSADO Y LOS FINES PERSEGUIDOS POR LA ORGANIZACIÓN CRIMINAL.
Para entrar a resolver el problema jurídico propuesto en precedencia, acorde con los reproches que la apelante ha formulado en contra de la decisión opugnada, la Sala considera necesario recordarle que por el simple y mero hecho de que un Procesado haya decidido aceptar de manera unilateral los cargos endilgados en su contra, a efectos de hacerse acreedor de los descuentos punitivos de la sentencia anticipada, no necesariamente tal determinación de allanarse a los cargos puede conducir a una sentencia condenatoria, ya que como bien nos lo señala el inciso 3º del artículo 40 de la Ley 600 de 2.000, es deber del Juez del Conocimiento verificar previamente que dicha aceptación de cargos no haya sido producto de una violación de garantías fundamentales, las cuales se podrían presentar, entre otras hipótesis, cuando: a) No exista por lo menos un mínimo probatorio que derrumbe la presunción de inocencia que le asiste al Procesado; b) Que la conducta por la cual el encausado se allanó a los cargos no sea punible por ausencia de alguno de los elementos consignados en el artículo 9º C.P.; c) Que la acción penal se encuentre extinta por alguna de las causales consignadas en el artículo 82 C.P. e) Que el Procesado haya decidido admitir los cargos no de manera consciente y voluntaria, sino como consecuencia de un ardid o de una inducción en error fraguado ya sea por su Defensor o por la propia Fiscalía; d) que existan categóricos elementos de juicio que de manera palmaria demuestren que el encausado actuó bajo la égida de alguna de las causales de exclusión de la responsabilidad penal consagradas en el artículo 32 C.P.
… en algunas ocasiones no basta con la simple militancia de una persona en una organización paramilitar, para considerar que de manera automática se estructuró el delito de concierto para delinquir, porque es necesaria la existencia una relación de causalidad entre el rol desempeñado por el sujeto agente con los fines perseguidos por las demás personas que integran esa estructura criminal al momento de concertarse, lo cuales, como ya se dijo, no son otros diferentes que el de organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la ley.
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Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía, en contra del auto por medio del cual se improbó el acta de formulación de cargos con fines de sentencia anticipada

Tema: Demostración de los requisitos exigidos por el inciso 2º del artículo 232 de la Ley 600 de 2.000 para poder dictar una sentencia anticipada. Elementos subjetivos del tipo; Confesión calificada y ausencia de culpabilidad
Decisión: Confirma providencia confutada
VISTOS:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía, en contra de la decisión proferida por el Juzgado 1º Penal Especializado del Circuito de Pereira el día 20 de mayo del año en curso, mediante la cual decidió improbar el allanamiento a cargos, con fines de sentencia anticipada, llevado a cabo por parte de la Procesada IMCF respecto a los cargos que le fueron endilgados por el Ente Instructor, los cuales estaban relacionados con incurrir en la presunta comisión del delito de concierto para delinquir agravado.
ANTECEDENTES:

De conformidad con la información obrante en la actuación procesal, se tienen como hechos relevantes los siguientes:

· La señora IMCF, (A) “De los Ángeles”, hizo parte de la organización Paramilitar denominada Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), específicamente de la cuadrilla denominada “Frente Héroes y Mártires de Guática”, del Bloque Central Bolívar, el cual operaba en el municipio de Santuario, en donde la susodicha desempeñó el rol de cocinera, bajo el mando de (A) “Diomedes” y (A) “El Zarco”, entre los años 1999 y 2005. 

· El vínculo de la Procesada IMCF con la aludida Organización, fue reconocido por su máximo líder, CARLOS MARIO JIMÉNEZ NARANJO (A) “Macaco”, quien suscribió en el mes de junio del año 2004 un listado de las personas que la conformaban, ello, con el fin de que sus miembros pudieran reintegrarse a la vida civil, en virtud de los acuerdos de Paz suscritos con el Gobierno Nacional, para así lograr su desmovilización en el mes de diciembre del año 2005. 

SINOPSIS DE LA ACTUACIÓN PROCESAL:

· Mediante auto del 13 de junio de 2008, la Fiscalía dispuso la apertura
 de una investigación previa en contra de la señora IMCF. 
· Más adelante, en el devenir de la fase preprocesal, el Ente Investigador decidió
 mediante providencia del 2 de marzo de 2011, darle el tratamiento de delito común a la conducta cometida por la Procesada, puesto que la vigente línea de pensamiento de la Corte Suprema de Justicia, consiste en aseverar que al accionar de los miembros de las autodefensas no puede tildársele bajo ninguna circunstancia de delincuentes políticos, como inicialmente lo había pretendido reconocer la Ley 975 de 2005, sino que dichos comportamientos hacen parte de los delitos comunes del articulado penal, como el concierto para delinquir agravado, consagrado en el inciso 2º del artículo 340 del C.P. Ello, a su vez implica que la Procesada no sea susceptible de los beneficios legales dispuestos en la norma inicialmente aludida por haberse reinsertado a la vida civil. 
· El 17 de abril de 2013 la Fiscalía ordenó la apertura de instrucción
, razón por la cual se escuchó en diligencia de indagatoria
 a la Procesada, quien expresó en el desarrollo de esa diligencia su deseo de aceptar los cargos que le fueron endilgados en la injurada. 

· La situación jurídica de la señora IMCF fue definida mediante auto interlocutorio
 del 1º de noviembre de 2017, por medio del cual la Fiscalía decidió abstenerse de proferir en su contra una medida de aseguramiento de detención preventiva, por no cumplirse con los requisitos de justificación y de necesidad, porque: i) la sindicada ha venido cumpliendo los compromisos de reintegración a la sociedad; ii) no existen en su contra investigaciones por delitos cometidos antes ni después de su desmovilización; iii) ha colaborado con la administración de justicia, tanto que se allanó a los cargos enrostrados por la Fiscalía; iv) la Procesada y el Gobierno suscribieron acuerdo de contribución a la verdad histórica y la reparación, por lo que es viable concederle el beneficio jurídico de abstenerse de expedir en su contra orden de captura, y ello además fue pedido por la Alta Consejería para la Reintegración Social y Económica de Personas y Grupos Alzados en Armas ACR; v) no se encuentran acreditados los fines y necesidades de la medida de aseguramiento de detención preventiva, como lo determinan los artículos 355 y 356 del CPP.  
· Por otra parte, al haber tenido ocurrencia el fenómeno del allanamiento a cargos por parte de la Procesada, la Fiscalía suscribió con la Defensa la correspondiente Acta de Formulación de Cargos en las calendas del 1º de noviembre de 2017
, en la cual la Procesada admitía los cargos enrostrados en su contra, los cuales estaban relacionados con incurrir en la comisión del delito de concierto para delinquir agravado, porque la conducta desplegada por la señora IMCF encajaba perfectamente en los elementos que estructuran el delito de concierto para delinquir agravado, tipificado en el artículo 340 del Código Penal, pues por el hecho de haber militado dentro del Bloque Central Bolívar de las AUC, y prestar labores de servicio doméstico para aquel, se entiende que estaba promoviendo y fomentando de manera consciente el accionar ilícito de dicho grupo armado, y colaborando con actividades que sirvieron para que esa organización funcionara, incurriendo con ello en el tipo penal enrostrado a título de dolo; además, esa sola circunstancia permite afirmar que la Procesada con su comportamiento puso en peligro el bien jurídico de la seguridad pública.  
· El conocimiento del asunto se le asignó al Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, con el fin que procediera a dictar en contra de la señora IMCF la correspondiente sentencia anticipada por allanamiento a cargos, pero ese Despacho, en las calendas del 20 de mayo hogaño, resolvió improbar el acta de formulación de cargos, y ordenó que una vez fuera devuelto el asunto a la Fiscalía, se continuara con el correspondiente trámite ordinario en contra de la Procesada. 

LA PROVIDENCIA CONFUTADA:

Como ya se sabe, se trata de la providencia calendada el 20 de mayo del año en curso proferida por el Juzgado 1º Penal Especializado del Circuito de Pereira, mediante la cual no se le imprimió aprobación al allanamiento a cargos, con fines de sentencia anticipada, llevado a cabo por parte de la Procesada IMCF respecto a los cargos que le fueron endilgados por el Ente Acusador.
Para tomar esa decisión, el Despacho A quo expuso que si bien la procesada fue incluida en la lista de miembros de las AUC, elaborada por su máximo dirigente (A) “Macaco”, y además que se allanó a los cargos enrostrados por el Ente Acusador, habiendo admitido que hizo parte del grupo criminal por espacio de 6 años, en el cual prestó sus servicios de cocinera y recibía retribuciones económicas por tal labor, también debía apreciarse lo dicho por ella en la diligencia de indagatoria, en la que aseguró que si ingresó a ese grupo fue por sus carencias económicas, y que sus actividades se limitaron solamente a desarrollar una labor de cocinera, sin haber recibido en momento alguno ningún tipo de instrucción militar, sin portar armas ni vestir prendas militares, sin contar con dispositivos de comunicación ni asistir a reuniones, sin hacer labores de inteligencia ni rendir informes, ni siquiera conocía la forma en que operaba la empresa criminal, el número de personas que la conformaban, ni mucho menos la existencia de un ordenamiento interno, tanto es así que el único reconocimiento de mandos superiores que Ella hizo, fue de (A) “Zarco” a quien conocía porque este le hacía la entrega la retribución por sus labores en la cocina, y a (A) “Diomedes” quien se encargó de la desmovilización del Frente. 

Así las cosas, concluyó el Juzgado A quo que pese a advertirse con claridad la materialidad del delito, no se avizora de forma contundente el elemento volitivo del tipo penal, es decir, que la Procesada se hubiera unido al grupo con la intención de delinquir, con lo que se concluye que no existe el grado suficiente de certeza para poder proferir una sentencia de condena.    
LA APELACIÓN:
Inconforme con la decisión adoptada por el Juzgado de primer grado, el Ente Instructor se alzó en contra de la misma a través de la interposición del recurso de apelación, el cual estructuró en argumentos muy similares a aquellos expuestos en el acta de formulación de cargos. 
Considera el Delegado de la Fiscalía que si bien la señora IMCF no cometió delitos de lesa humanidad, tenía pleno conocimiento que estaba ingresando a un grupo armado ilegal, sabía que recibiría un sueldo por parte de ese grupo, el cual obviamente era obtenido de forma ilegal, permaneció allí por espacio de 6 años, tiempo suficiente para enterarse que la organización para la cual prestaba sus servicios se dedicaba a actividades al margen de la ley. 

Además, expuso que la Judicatura no puede ser ajena a lo que a nivel jurisprudencial ha decantado la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia, en la que ha dejado por sentado que la mera pertenencia de un ciudadano a un grupo al margen de la ley, es suficiente para pregonar que está incurriendo en el delito de concierto para delinquir. 

Así mismo, en el caso bajo estudio, la Procesada aceptó su participación en el grupo armado, desarrolló labores de cocinar y ranchar para muchas personas que formaban parte de la estructura del mismo y portaban armas, las cuales se ubicaban en la vereda La Esperanza, del municipio de Santuario, para vigilar y controlar la zona; además Ella recibía órdenes directas de (A) El Zarco, por lo que se infiere un acuerdo de voluntades y distribución de labores con un propósito criminal, máxime cuando al interior de la organización recibía una retribución o compensación económica por sus labores.
Por otro lado, no puede pasarse por alto que la Procesada en su injurada se allanó a los cargos endilgados por ese Despacho Fiscal, y que en el proceso existe reporte del sistema de información para la Reintegración de Personas y Grupos Alzados en Armas, del que se concluye que la señora IMCF culminó el proceso administrativo para acogerse a lo establecido en la Ley 1424 de 2010, lo que indica su nivel de consciencia en el sentido de saber que se estaba desmovilizando de un grupo al margen de la ley.   
En ese orden, la recurrente considera que en la actuación existen pruebas que, como lo enseña el artículo 232 del Código de la Ley 600 de 2000, sí deben conducir a dictar en contra de la procesada una sentencia de carácter condenatorio. 
Finalmente, adujo el apelante que la decisión de primer grado está afincada en jurisprudencia relativa a normas de procedimiento que nada tienen que ver con la Ley 600 de 2000. 
Así las cosas, pidió que se revoque el auto, y en su lugar se proceda a dictar la correspondiente sentencia condenatoria en contra de la Procesada. 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:
- Competencia:

Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el numeral 1º del artículo 76 de la Ley 600 de 2000, es competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación interpuesto en contra de un auto interlocutorio proferido por un Juzgado Penal Especializado que hace parte de uno de los Circuitos que integran este Distrito Judicial.

- Problema Jurídico:
Acorde con los argumentos de disenso propuestos por la recurrente en la Alzada, nos encontramos ante el siguiente problema jurídico a resolver: 

¿Se cumplían con los presupuestos probatorios necesarios para que el Juzgado de primer nivel le impartiera aprobación al allanamiento a cargos efectuado por la Procesada IMCF, y en consecuencia proceder a dictar la correspondiente sentencia anticipada?  
- Solución:

Para entrar a resolver el problema jurídico propuesto en precedencia, acorde con los reproches que la apelante ha formulado en contra de la decisión opugnada, la Sala considera necesario recordarle que por el simple y mero hecho de que un Procesado haya decidido aceptar de manera unilateral los cargos endilgados en su contra, a efectos de hacerse acreedor de los descuentos punitivos de la sentencia anticipada, no necesariamente tal determinación de allanarse a los cargos puede conducir a una sentencia condenatoria, ya que como bien nos lo señala el inciso 3º del artículo 40 de la Ley 600 de 2.000, es deber del Juez del Conocimiento verificar previamente que dicha aceptación de cargos no haya sido producto de una violación de garantías fundamentales, las cuales se podrían presentar, entre otras hipótesis, cuando: a) No exista por lo menos un mínimo probatorio que derrumbe la presunción de inocencia que le asiste al Procesado
; b) Que la conducta por la cual el encausado se allanó a los cargos no sea punible por ausencia de alguno de los elementos consignados en el artículo 9º C.P.; c) Que la acción penal se encuentre extinta por alguna de las causales consignadas en el artículo 82 C.P. e) Que el Procesado haya decidido admitir los cargos no de manera consciente y voluntaria, sino como consecuencia de un ardid o de una inducción en error fraguado ya sea por su Defensor o por la propia Fiscalía; d) que existan categóricos elementos de juicio que de manera palmaria demuestren que el encausado actuó bajo la égida de alguna de las causales de exclusión de la responsabilidad penal consagradas en el artículo 32 C.P.

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, considera la Sala, al igual que lo resuelto y decidido por el Juzgado A quo, que en el presente asunto, pese a ser un hecho indiscutible que la Procesada IMCF se allanó a los cargos, los medios de conocimiento habidos en la actuación no satisfacían el cumplimiento de los requisitos exigidos por el artículo 232 de la Ley 600 de 2.000 para poder proferir una sentencia condenatoria, lo que implicaba, como atinadamente lo hizo el Juzgado de primer nivel, que no se le podía imprimir aprobación al allanamiento a cargos efectuado por parte de la procesada IMCF.  

Para poder llegar a la anterior conclusión, la Sala no puede desconocer, como lo reclama el apelante, que en efecto las pruebas habidas en la actuación son categóricas en demostrar el supuesto fáctico consistente en que la encausada hizo parte de la organización paramilitar denominada como “Autodefensas Unidas de Colombia”, (AUC) en la cuadrilla llamada “Frente Héroes y Mártires de Guática”, del Bloque Central Bolívar, la cual operaba en el municipio de Santuario. De igual manera se conoce que la Procesada fue incluida en el listado de miembros desmovilizados de dicha organización suscrita por su máximo líder, CARLOS MARIO JIMÉNEZ NARANJO (A) “Macaco”, según lo negociado en los acuerdos de Paz suscritos con el Gobierno de la época, habiendo hecho parte del proceso de desmovilización en el mes de diciembre del año 2005; asimismo, tenemos que en el devenir de la diligencia de indagatoria, la Procesada confesó que perteneció a ese grupo armado ilegal, pero expuso que su rol fue el de fungir como una simple y mera cocinera de la banda, por cuanto en su injurada adujo que su única función en dicha organización criminal radicó en prepararle los alimentos a los combatientes, de lo cual percibía una remuneración, pero que nunca jamás portó armas, usó uniformes o insignias militares, ni mucho menos patrulló o estuvo a cargo de labores de inteligencia, de infiltración o de extorsión. 
De lo hasta ahora expuesto, se podría colegir que en la actuación existen elementos de juicio que demuestran que la Procesada si incurrió en la comisión del delito de concierto para delinquir por cuanto es un hecho cierto en indiscutible el consistente en que hizo parte de la organización delincuencial paramilitar en la cual militó en el rol de cocinera.
Sobre lo anterior, de antaño la Corte se ha expresado de la siguiente manera: 

“Basta probar que la persona pertenece o perteneció a la agrupación criminal para que la acción delictiva pueda serle imputada, sin que importe, para estos concretos fines, si su incorporación se realizó a partir de la creación de la sociedad criminal, o desde un momento posterior, ni el rol que haya desempeñado o podido desempeñar en el cumplimiento de sus designios criminales…”
.   

Pero de igual manera, la Sala no puede desconocer que para la configuración del delito de concierto para delinquir debe existir una especie de relación de causalidad o de correspondencia entre el rol desempeñado por el sujeto agente y los fines perseguidos por la organización criminal, si partimos de la base consistente en que el delito de concierto para delinquir, ya sea este en la modalidad del tipo básico o de los tipos subordinados, para su adecuación típica dentro de los elementos objetivos del tipo consagra un ingrediente subjetivo que califica la conducta, al establecer que la concertación o el acuerdo de voluntades debes tener como propósito la comisión de delitos indeterminados o de delitos genéricos que puedan ser determinables en su especie. Así tenemos que en las hipótesis del paramilitarismo o de grupos de justicia privada, el ingrediente subjetivo del tipo consistiría en la finalidad de organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la ley, lo que en ultimas, como bien es sabido tenían como enfoque el combatir a los grupos subversivos, así sea mediante la comisión de delitos crueles e inhumanos, y tomar el control de ciertas regiones del país en donde los alzados en armas hacían de las suyas, para sembrar en esas zona el simiente de su ideología política.

Lo antes expuesto, nos hace concluir que en algunas ocasiones no basta con la simple militancia de una persona en una organización paramilitar, para considerar que de manera automática se estructuró el delito de concierto para delinquir, porque es necesaria la existencia una relación de causalidad entre el rol desempeñado por el sujeto agente con los fines perseguidos por las demás personas que integran esa estructura criminal al momento de concertarse, lo cuales, como ya se dijo, no son otros diferentes que el de organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la ley. 

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, vemos que de un análisis de lo declarado por la Procesada en su injurada, se puede concluir que si bien es cierto Ella admitió que se desempeñó como cocinera del denominado “Frente Héroes y Mártires de Guática”, del Bloque Central Bolívar de las AUC, actividad de la cual percibía un remuneración, de igual manera la encausada fue categórica en aseverar que nunca jamás portó armas, ni usó uniformes o insignias militares, ni mucho menos patrulló o estuvo a cargo de labores de inteligencia, de infiltración o de extorsión. Lo cual nos quiere decir que las simples y meras labores de cocinera que la Procesada IMCF desempeñaba, a cambio de una remuneración, no eran determinantes ni en nada tenían que ver con el proyecto paramilitar perseguido por las AUC. 
Luego, al no existir ninguna relación de causalidad entre el rol desempeñado por la procesada IMCF con los fines y objetivos de la organización paramilitar para la cual prestaba sus servicios de cocinera, tal situación, nos hace concluir que no se podría considerar como típica la conducta enrostrada en contra de la acusada, respecto de la cual decidió allanarse a los cargos, porque brilla por su ausencia el aludido ingrediente subjetivo que hace parte del tipo objetivo del delito de concierto para delinquir. 
Amén de lo anterior, la Sala no puede desconocer que si bien es cierto que la Procesada en su injurada confesó que en efecto se desempeñó como cocinera del denominado “Frente Héroes y Mártires de Guática”, del Bloque Central Bolívar de las AUC, de igual manera adujo como exculpativa de su proceder que lo hizo por necesidad, porque se encontraba necesitada, cuando alegó: 

“Ingresé por falta de plata, por falta de oportunidades, ya tenía una hija, todo fue por medio de mi hermano que se llama JOSÉ CASTRO, él ya estaba ahí en el grupo, él me mandó lo de los pasajes, él también es desmovilizado, entonces yo me fui. Yo no sé qué hacia mi hermano en el grupo. Allá me presentaron con alias EL ZARCO, me asignaron las funciones de cocinera….”
.

Tal situación nos hace colegir que en el presente asunto nos encontramos en presencia de una prueba de confesión, en la modalidad conocida tanto por la doctrina como por la jurisprudencia como “confesión calificada”, la que «Ocurre cuando el sindicado acepta la realización del hecho materia de investigación, pero invoca una causal de justificación o inculpabilidad, o alguna otra circunstancia que modifica el grado de su participación o que atenúa la pena…»
. Al apreciar este tipo de confesión, por regla general debe ser considerada como indivisible, o sea que el hecho confesado y la justificante o exculpativa conforman una sola unidad, única y monolítica, siempre y cuando la confesión no sea inverosímil o no existan pruebas que infirmen la credibilidad de las justificantes o exculpativas, porque de cumplirse esos requisitos, el funcionario Judicial válidamente puede escindir la confesión calificada en dos partes: Una que debe ser desechada, que vendría siendo las exculpativas o las justificantes y otra que se acepta o admite, que vendría siendo la confesión en sí.

En el caso en estudio, para la Sala no existe duda alguna que las exculpativas invocadas por la Procesada en su confesión podría corresponder a la causal de exclusión de la responsabilidad criminal del estado de necesidad exculpante
, la cual incide para que no se pueda considerar como culpable la conducta enrostrada a la acriminada por no presentarse el elemento de la no exigibilidad de un comportamiento diferente
, porque si es un hecho notorio el relacionado con los altos índices de desempleo que aquejan a muchas regiones de nuestro país, por lo que es obvio que no se le puede exigir a una persona que no acepte un empleo que le permita generar el mínimo de los estipendios necesarios para su congrua subsistencia, ni tal comportamiento puede generar un juicio de reproche, si se tiene en cuenta que la encausada, al parecer como consecuencia de las circunstancias personales, económicas y familiares que la aquejaban, la obligaron equivocadamente a caer en las filas del grupo paramilitar en el cual solo desempeñó labores de cocinera, sin que, como ya se dijo, ello permita inferir que era copartidaria de sus ideales antisubversivos y contrainsurgentes.
De igual manera, no existe prueba alguna que desvirtúe o torne en irracional las exculpativas invocadas en su favor por la Procesada, lo que implica, acorde con lo ya manifestado, que dicha prueba de confesión deba ser apreciada como una confesión indivisible, en el que el hecho confesado y las justificantes del mismo constituyen una sola unidad, única e indivisible.

En suma, de todo lo antes expuesto se puede colegir que en el presente asunto no se satisfacían con el mínimo de los requisitos necesarios para poder proferir una sentencia condenatoria, porque: 

· No estaba demostrada la tipicidad del delito de concierto para delinquir enrostrado a la Procesada, porque hace falta el ingrediente subjetivo del tipo objetivo del delito de concierto para delinquir. 

· No se puede considerar como punible la conducta por la que la Procesada se allanó a los cargos, porque la misma no se puede considerar como culpable por ausencia del elemento del juicio de reproche en la modalidad de la no exigibilidad de un comportamiento diferente.
Siendo así las cosas, la Sala no avalará la tesis de discrepancia propuesta por la Fiscalía, por lo tanto, la decisión de primer grado se habrá de confirmar en su integridad. 

En mérito de todo lo antes lo expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada por parte del Juzgado 1º Penal Especializado del Circuito de Pereira en las calendas del 20 de mayo de los corrientes, mediante la cual decidió improbar el allanamiento a cargos, con fines de sentencia anticipada, llevado a cabo por parte de la Procesada IMCF respecto a los cargos que le fueron endilgados por el Ente Instructor, los cuales estaban relacionados con incurrir en la presunta comisión del delito de concierto para delinquir agravado.
SEGUNDO: Declarar que contra de la presente decisión de 2ª instancia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado 

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Ver folio 9. 


� Ver folio 37 y ss.


� Ver folio 106 y ss. 


� Ver folio 138 y ss.  


� Ver folio 144 y ss.  


� Ver folio 155 y ss.


� Sobre este tópico se pueden consultar, entre otras, la sentencia del 4 de julio de 2.002. Rad. # 10308, y la sentencia del 18 de diciembre de 2.013. Rad. # 42133.  


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 22 de Julio de 2.009. Rad # 27852.


� Folios # 139 y 140 cuaderno principal.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 3 de diciembre de 1999. Rad. #  10554. M.P. ALVARO ORLANDO PÉREZ PINZON.


� Es de anotar que existen dos modalidades del estado de necesidad: a) El justificante, el cual se presenta cuando tiene lugar un conflicto entre bienes de distinto valor, y excluye la antijuridicidad; b) El exculpante, que tiene lugar cuando los bienes en conflicto son de igual valor, y excluye la culpabilidad.


� No esta demás recordar que la culpabilidad, como requisito de la conducta punible, está integrada por los siguientes elementos: a) La consciencia de la antijuridicidad; b) La imputabilidad, y c) La no exigibilidad de un comportamiento diferente.
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